Expediente:            19001-33-31-008-2014-00127-00

Demandante:
 ALVEIRO MUÑOZ MELLIZO Y EMILIO MUÑOZ MELLIZO

Demandado:          NACION – MINISTERIO DE DEFENSA – EJERCITO NACIONAL 

Medio de Control: REPARACION DIRECTA –  APELACION AUTO


Medio de Control: REPARACION DIRECTA –  APELACION AUTO /Caducidad de la acción/Para casos de lesa humanidad donde se pretenda la reparación del daño no aplica el fenómeno de la caducidad / Imprescriptibilidad de la acción de reparación directa derivada de un delito de lesa humanidad/ Aplicabilidad del precedente vertical del Consejo de Estado /El operador judicial debe tener en cuenta la jerarquía del orden jurídico. 
Para la Sala, conforme a los lineamientos Convencionales y jurisprudenciales que vienen de citarse, los hechos acaecidos el  7 de abril de 1991  en “Los Uvos” municipio de La Vega cauca, donde falleció el señor Lioncio Mellizo Angulo, son constitutivos de delitos de lesa humanidad, dada la magnitud de daño, que comprendió homicidios masivos o sistemáticos contra la población civil, razón que es sustancial y debe ser valorada al momento de considerar si operó o no la caducidad.

Ahora, al no estar regulado en el artículo 164 C.P.A.C.A el supuesto cuando se pretenda atribuir al Estado como un daño antijurídico indemnizable, una conducta configurativa de un delito de Lesa Humanidad, por haber participado, incitado, o tolerado algún (os) agente (s) o representante (s) estatal, no opera el término de caducidad previsto para incoar el medio de control de Reparación Directa, ya que existe una norma superior e inderogable reconocida por el derecho internacional que dispone expresamente que el paso del tiempo no genera consecuencia negativa alguna para acudir a la jurisdicción a solicitar la reparación integral del daño.

El Juez Administrativo dentro del Estado Social de Derecho tiene un rol funcional, es su obligación, antes que nada, ser garante de la corrección constitucional en la interpretación y aplicación de las normas legales y debe tener en consideración que cuando se producen grandes violaciones a los derechos humanos, como ocurre con los crímenes de lesa humanidad, la reparación integral de tal daño debe propender por garantizar los criterios de verdad, justicia y reparación, ya que se busca la satisfacción de intereses públicos intersubjetivamente relevantes para la humanidad, no solo intereses particulares y subjetivos.

Para concluir, se destaca que la imprescriptibilidad de la acción de reparación directa derivada de un delito de lesa humanidad no vulnera el orden público ni la seguridad jurídica, pues, antes que nada, se estarían realizando los postulados de la Carta Constitucional.

Así las cosas, le asiste razón al recurrente al considerar errónea la interpretación por parte de la Juez a quo de la normatividad vigente en materia de caducidad del medio de control de reparación directa fruto del delito de lesa humanidad y del  precedente jurisprudencial en la materia, razón por la cual esta colegiatura revocará la decisión de instancia, para en su lugar ordenar el estudio de los restantes requisitos de admisibilidad de la demanda.
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Popayán, veintidós (22) de agosto de dos mil catorce (2014).
Magistrado Ponente: NAUN MIRAWAL MUÑOZ MUÑOZ 

Expediente:

19001333100820140012700
Demandante:
ALVEIRO MUÑOZ MELLIZO Y EMILIO MUÑOZ MELLIZO
Demandado:         NACION – MINISTERIO DE DEFENSA – EJERCITO NACIONAL 
Medio de Control: REPARACION DIRECTA –  APELACION AUTO 
Decide la Sala el recurso de apelación interpuesto por la parte demandante, contra el Auto Interlocutorio N° 0687 de 10 de junio de 2014, proferido por el Juzgado Sexto Administrativo del Circuito de Popayán, mediante el cual se rechazó la demanda por caducidad de la acción contencioso administrativa.

1. Antecedentes.

1.1 La demanda

Los señores  ALVEIRO MUÑOZ MELLIZO y EMILIO MUÑOZ MELLIZO, actuando en nombre propio, por intermedio de apoderado judicial, interpusieron demanda de reparación directa en contra de LA NACION – MINISTERIO DE DEFENSA – EJERCITO NACIONAL, con el propósito de obtener el reconocimiento de los perjuicios morales y materiales, presuntamente causados por los hechos ocurridos el 07 de abril de 1991, en los cuales fue asesinado el señor LIONCIO MUÑOZ MELLIZO por miembros del Batallón de Infantería No 7 “José Hilario López” del Ejército Nacional.
2. El Auto apelado
Mediante auto interlocutorio No. 0687  de 10 de junio de 2014, el Juzgado Sexto Administrativo del Circuito de Popayán, rechazó la demanda por caducidad.

Señaló la a quo, que la demanda de reparación directa debe presentarse dentro del  término de los  dos (2) años contados a partir del día siguiente al de la ocurrencia de la acción u omisión causante del daño, o de cuando el demandante tuvo o debió tener conocimiento del mismo si fue en fecha posterior, no obstante en materia internacional, por vía jurisprudencial y en aplicación de los convenios y tratados internacionales suscritos y rarificados por Colombia, se han previsto algunas excepciones al término general antes aludido.
Sin embargo, las normas de derecho internacional se refieren exclusivamente a la imprescriptibilidad de la acción penal, excluyéndose cualquier mención a las acciones indemnizatorias, por lo que mal podría entenderse, por vía de analogía, que tal imprescriptibilidad resulte extensible a la acción de reparación directa.
Estableció que como los hechos acaecieron el 07 de abril de 1991, la oportunidad para ejercer el medio de control habría caducado; no obstante resalta que la imprescriptibilidad de la acción penal se hace viable.
3. El recurso de  apelación

La parte demandante solicitó revisar y revocar la decisión de instancia, en relación con los hechos ocurridos el 07 de abril de 1991, que involucra a 17 ciudadanos colombianos, quienes fallecieron a manos del Ejército Nacional.                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                          
En relación con la caducidad de la acción de reparación directa, adujo que el acto lesivo fue de tal magnitud, que constituyó un delito de lesa humanidad y por ende, no resulta aplicable la regla de caducidad  de artículo 164 del C.P.A.C.A.

De igual manera, afirmó que dada la especial condición que ostentan los derechos humanos, se ha reconocido a nivel internacional la imprescriptibilidad penal de las acciones que se relacionen con la persecución, sanción y reparación indemnizatoria de las víctimas; es decir, la imprescriptibilidad respecto de los delitos de lesa humanidad no se predica solamente de la acción penal, si no de todas las acciones que surjan a favor de la víctima. 
Concluyó la alzada, que al tratarse de una violación grave a los derechos humanos, el acceso a la administración de justicia para que se declare la responsabilidad y se indemnicen los perjuicios, no puede verse limitado a los términos de caducidad contenida en el Art. 164 del C.P.A.C.A; así mismo, señaló que con la decisión de instancia se excluyen los Principios, Tratados y Convenios ratificados por el Estado colombiano en materia de derechos humanos.
CONSIDERACIONES  DEL TRIBUNAL
1. La Competencia.  

De conformidad con el numeral primero del artículo 243 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo- CPACA-,  el auto que rechaza la demanda es susceptible del recurso de Apelación, siendo competencia de la Sala de decisión  resolverlo de plano,  conforme a los mandatos de los artículos 125 y 244 numeral 3º ibídem. 
2. Problema Jurídico 
Corresponde a la Sala determinar si al presente asunto le resulta aplicable la regla general de caducidad establecida en el inciso primero del literal i), numeral segundo del artículo 164 del CPACA, o si por el contrario debe atender la regla especial dispuesta para los delitos de Lesa Humanidad contenida en el Estatuto de Roma en su artículo 29,  a fin de  establecer si el Auto Interlocutorio No. 0687, por medio del cual se rechazó la demanda por caducidad del medio de control de reparación directa debe revocarse o mantenerse incólume.
3. De la caducidad del medio de control de reparación directa
La caducidad, ha sido instituida dentro de nuestro ordenamiento jurídico, como garantía de la seguridad jurídica de los asociados y de las instituciones del Estado, pues pretende que la acción contencioso administrativa, no permanezca perenne en el tiempo.
La caducidad debe entenderse como un fenómeno jurídico en virtud del cual el administrado o la propia administración, pierden la facultad de accionar ante la jurisdicción, por no haber ejercido su derecho dentro del término que señala la ley.  Ello ocurre cuando el término concedido por el legislador para formular una demanda vence sin que se haya hecho ejercicio del derecho de acción. 
Dicho término está edificado sobre la conveniencia de señalar un plazo objetivo, invariable, para que quien considere ser titular de un derecho opte por accionar o no hacerlo.  Es por lo anterior, que no puede ser materia de convención antes de que se cumpla, ni después de transcurrido el plazo de caducidad puede renunciarse al mismo
.
De igual manera, la facultad potestativa de accionar comienza con el plazo prefijado por la ley, y nada obsta para que se ejercite desde el primer día, pero fenece definitivamente al caducar o terminar el plazo, momento en el que se torna improrrogable y, por ende, preclusivo
.
El actual Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo, fijó en su artículo 164, la oportunidad para presentar la demanda respecto de los diferentes medios de control, disponiendo para la reparación directa, lo siguiente:
“ARTÍCULO 164. OPORTUNIDAD PARA PRESENTAR LA DEMANDA. La demanda deberá ser presentada:
2. En los siguientes términos, so pena de que opere la caducidad:

i) Cuando se pretenda la reparación directa, la demanda deberá presentarse dentro del término de dos (2) años, contados a partir del día siguiente al de la ocurrencia de la acción u omisión causante del daño, o de cuando el demandante tuvo o debió tener conocimiento del mismo si fue en fecha posterior y siempre que pruebe la imposibilidad de haberlo conocido en la fecha de su ocurrencia.

Sin embargo, el término para formular la pretensión de reparación directa derivada del delito de desaparición forzada, se contará a partir de la fecha en que aparezca la víctima o en su defecto desde la ejecutoria del fallo definitivo adoptado en el proceso penal, sin perjuicio de que la demanda con tal pretensión pueda intentarse desde el momento en que ocurrieron los hechos que dieron lugar a la desaparición”
En virtud de la normativa reseñada, se concluye que el inciso primero del literal i) del artículo 164 del CPACA, constituye la regla general que debe tener en consideración el operador judicial al momento de efectuar el conteo de los dos años de caducidad para el medio de control de reparación directa; este término se cuenta a partir del día siguiente a la fecha en que tuvo ocurrencia el hecho, la omisión o la operación administrativa fuente o causa del perjuicio;  sin embargo como no en todos los casos el conocimiento del hecho coincide con la fecha de su ocurrencia, el legislador propugnó por la tesis desarrollada de antaño por el H. Consejo de Estado, en la cual, el conteo se verifica desde el día siguiente del conocimiento efectivo que haya tenido o debió tener el afectado acerca del daño que se le ha ocasionado, siendo requisito la prueba de la imposibilidad de haberlo conocido en la fecha de su ocurrencia.

No obstante lo anterior, dada la especial condición que ostentan los derechos humanos, se han previsto algunas excepciones al término general antes aludido, por vía jurisprudencial y en aplicación de los convenios y tratados internacionales suscritos y rarificados por Colombia.
4. Prevalencia del derecho internacional sobre el ordenamiento jurídico interno
Al respecto el artículo 93 constitucional, incisos primero y segundo determinan de manera perentoria e imperativa que, los tratados y convenios internacionales ratificados por el Congreso, que reconocen los derechos humanos y que prohíben su limitación en los estados de excepción, prevalecen en el orden interno (bloque de constitucionalidad lato sensu). Los derechos y deberes consagrados en la Carta, se interpretarán de conformidad con los tratados internacionales sobre derechos humanos ratificados por Colombia.
Los tratados o convenios internacionales prevalecen frente a una ley interna, debido al compromiso internacional que adquirió el Estado, no debe entenderse esto como una negación al ordenamiento jurídico interno, sino como una complementación armónica.
Al respecto Nuestro Órgano de Cierre ha señalado, que el supuesto cuando se demanda la responsabilidad patrimonial del Estado por acción, omisión o inactividad de la que se puedan derivar daños antijurídicos producidos con ocasión de actos constitutivos de lesa humanidad, no se encuentra regulado en el artículo 164 del C.P.A.C.A;  razón por la cual el Juez contencioso administrativo está llamado a operar la integración normativa, bien sea de manera directa (por haber sido firmados y ratificados los textos normativos), o por vía de la aplicación de los principios (mandatos imperativos) del ius cogens, de humanidad, así como sustentado en el criterio de universalidad
. 

El Derecho Internacional Humanitario, frente al ordenamiento jurídico interno tiene como efecto complementar su contenido, de tal manera que se pueda cumplir armónicamente con las normas imperativas en las que se afirma la imprescriptibilidad de los actos de lesa humanidad, así como se pueda materializar la tutela judicial efectiva (acceso a la administración de justicia), especialmente cuando en el caso en concreto se demandan graves, sistemáticas y profundas violaciones a los Derechos humanos y al derecho internacional humanitario
. 
5. El delito de Lesa Humanidad y la valoración de sus elementos frente el caso materia de estudio.
El  delito de lesa humanidad ha sido definido por la Sala de Casación Penal de la Corte Suprema de Justicia, en los siguientes términos
“Cuando nos referimos a los crímenes de lesa
 humanidad, hablamos de infracciones graves al derecho internacional de los derechos humanos, que ofenden la conciencia ética de la humanidad y niegan la vigencia de las normas indispensables para la coexistencia humana. En ese sentido, el efecto del delito de lesa humanidad tiene dos dimensiones: por un lado inflige un daño directo a un grupo de personas o a un colectivo con características étnicas, religiosas o políticas y, por otro lado, causa un daño por la vía de la representación a toda la humanidad.”
En la segunda dimensión, la naturaleza del acto lesivo es de tal magnitud, que la humanidad se hace una representación del daño, evocando el dolor y el sufrimiento que provocaron dicho tipo de actos a otros seres humanos, presumiéndose que esos hechos socavan la dignidad misma de los individuos por la sola circunstancia de ejecutarse a pesar de que no estén involucrados directamente los nacionales de otros países. Así entonces, el daño que produce el delito de lesa humanidad se traslada, por representación, a toda la comunidad internacional, constituyéndose en el límite de lo soportable para la humanidad y el ser humano”
. 
El Estatuto de Roma que supuso la conformación de una Corte Penal Internacional de carácter permanente y con jurisdicción universal para juzgar los crímenes de genocidio, lesa humanidad, crímenes de guerra y agresión, condensó toda la elaboración dogmática surtida a lo largo del siglo XX, en relación al crimen de lesa humanidad;  en su artículo 7 se establecen los crímenes de lesa humanidad:

“ARTICULO 7. CRIMENES DE LESA HUMANIDAD.
1. A los efectos del presente Estatuto, se entenderá por “crimen de Lesa Humanidad” cualquiera de los actos siguientes cuando se cometa como parte de un ataque generalizado o sistemático contra una población civil y con conocimiento de dicho ataque: a) Asesinato; b) Exterminio; c) Esclavitud; d) Deportación o traslado forzoso de población; e) Encarcelación u otra privación grave de la libertad física en violación de normas fundamentales de derecho internacional; f) Tortura; g) Violación, esclavitud sexual, prostitución forzada, embarazo forzado, esterilización forzada o cualquier otra forma de violencia sexual de gravedad comparable; h) Persecución de un grupo o colectividad con identidad propia fundada en motivos políticos, raciales, nacionales, étnicos, culturales, religiosos, de género definido en el párrafo 3, u otros motivos universalmente reconocidos como inaceptables con arreglo al derecho internacional, en conexión con cualquier acto mencionado en el presente párrafo o con cualquier crimen de la competencia de la Corte; i) Desaparición forzada de personas; j) El crimen de apartheid; k) Otros actos inhumanos de carácter similar que causen intencionalmente grandes sufrimientos o atenten gravemente contra la integridad física o la salud mental o física.
De lo anterior, se puede concluir  que para que un delito sea considerado como de lesa humanidad, debe de reunir una serie de elementos los cuales se concretan así: 1) que el ataque se generalizado o sistemático; 2) que se dirija contra una población civil; 3) que se tenga conocimiento del mismo.
6. De la imprescriptibilidad de los delitos de lesa humanidad frente a la caducidad del medio de control de reparación directa
Sea lo primero destacar, lo previsto en el artículo 29 del Estatuto de Roma, respecto a la imprescriptibilidad de los crímenes de Lesa Humanidad:

“ARTICULO 29. IMPRESCRIPTIBILIDAD. Los crímenes de la competencia de la Corte no prescribirán”.
No obstante, cabe resaltar que el Estatuto de Roma, consagra en su artículo 11 una competencia temporal; señala que la Corte Penal Internacional tendrá competencia únicamente respecto de crímenes cometidos luego de su entrada en vigor y si un Estado hace parte del estatuto después de su entrada en vigor, la Corte tendrá competencia respecto a los hechos ocurridos posteriormente a la aprobación por parte del Estado. Ahora bien, el Estatuto de Roma se suscribió el 17 de julio de 1998 y fue aprobado por Colombia mediante la ley 742 de 2002, razón por la cual en el asunto objeto de estudio como aconteció en el año 1991,  la Corte Penal Internacional carecería  de competencia.
No obstante lo anterior, es necesario  precisar, que el principio de imprescriptibilidad del ejercicio de la acción judicial, por actos de lesa humanidad se consolidó a partir de la “Convención sobre la imprescriptibilidad de los crímenes de guerra y los crímenes de lesa humanidad”, signada el 26 de noviembre de 1968, la cual entró en vigor desde el 11 de noviembre de 1970, razón por la cual se deberá examinar la procedencia por actos de lesa humanidad respecto de hechos acaecidos a partir del 11 de noviembre  de 1970.

Esta Convención en sus artículos 1º y 2º precisa:

“ARTICULO I: LOS CRIMENES SIGUIENTES SON IMPRESCRIPTIBLES, CUALQUIERA QUE SEA LA FECHA EN SE HAYAN COMETIDO:
a) los crímenes de guerra según la definición dada en el Estatuto del Tribunal Militar Internacional de Nuremberg, de 8 de agosto de 1945, y confirmada por las resoluciones de la Asamblea General de las Naciones Unidas 3 (I) de 13 de febrero de 1946 y 95 (I) de 11 de diciembre de 1946, sobre todo las “infracciones graves” enumeradas en los Convenios de Ginebra de 12 de agosto de 1949 para la protección de las víctimas de la guerra;
b) los crímenes de lesa humanidad cometidos  tanto en tiempo de guerra como en tempo de paz, según la definición dada por el Estatuto del Tribunal Militar Internacional de Nuremberg y confirmada por las resoluciones de la Asamblea General de las Naciones Unidas 3 (I) de 13 de febrero de 1946 y 95 (I) de 11 de diciembre de 1946, así como la expulsión por ataque armado u ocupación y los actos inhumanos debidos a la política de apartheid y el delito de genocidio definido en la Convención de 1948 para la Prevención y la Sanción del Delito de Genocidio aun si esos actos no constituyen una violación del derecho interno del país donde fueron cometidos.
ARTICULO II. Si se cometiere alguno de los crímenes mencionados en el artículo I, las disposiciones de la presente Convención se aplicarán a los representantes de la autoridad del Estado y a los particulares que participen como autores o cómplices o que inciten directamente a la perpetración de alguno de esos crímenes, o que conspiren para cometerlos, cualquiera que sea su grado de desarrollo, así como a los representantes de la autoridad del Estado que toleren su perpetración.”

Si bien, el mencionado instrumento internacional no fue suscrito por Colombia, resulta aplicable en virtud de la naturaleza de las normas que contempla, como lo ha precisado el Consejo de Estado:
“Ahora bien, encuentra la sala que la mencionada convención no ha sido suscrita por el Estado Colombiano, sin embargo, analizada la naturaleza de las normas en ella contenida –ius cogens- y en vista de la adopción por parte de nuestro país del Estatuto de Penal de Roma, viene a ser claro que su contenido resulta vinculante para nuestro derecho interno. Así también lo ha entendido la Corte Suprema de Justicia en pronunciamiento en el que explicó:

“Por tal razón, pese a que Colombia no ha suscrito la Convención sobre la imprescriptibilidad de los Crímenes de Guerra y de los Crímenes de Lesa Humanidad, firmada el 26 de noviembre de 1968 y con entrada en vigor mundial el 11 de noviembre de 1970, es evidente que tal normativa integra la más amplia noción de ius cogen {conjunto de preceptos inderogables, imperativos (no dispositivos) e indisponibles, con vocación universal, cuya no adhesión por parte de un Estado no los sustrae de su cumplimiento como compromiso erga omnes adquirido para prevenir y erradicar graves violaciones a los derechos humanos que desconocen la humanidad y su dignidad}, amén de que nuestro país si suscribió el Estatuto de Roma de la Corte Penal Internacional, en el cual se establece la imprescriptibilidad de las conductas delictivas sometidas a su jurisdicción, entre ellas, los delitos de lesa humanidad, de manera que carecería de sentido aducir que tales comportamientos tienen tal connotación por su gravedad, pero a su vez, se estime que son, prescriptibles”
. (Resaltado por la Sala). 
7. El precedente del Consejo de Estado respecto de la no caducidad del medio de control de reparación directa, cuando se busca derivar la responsabilidad patrimonial del Estado por delitos de lesa Humanidad.  
Ahora bien, la Sala  pasa a estudiar el precedente del H. Consejo de Estado, respecto de la imprescriptibilidad de los crímenes de lesa humanidad, y su relación con la no caducidad del medio de control de Reparación Directa, cuando se demanda al Estado que por acción, omisión o por su inactividad, se produjeron daños antijurídicos que le pueden ser imputables .
Al respecto, el Órgano Vértice de Nuestra Jurisdicción en la providencia del diecisiete (17) de septiembre de dos mil trece (2013). Radicación No: 25000-23-26-000-2012-00537-01 (45092), Sección Tercera, C.P. Jaime Orlando Santofimio Gamboa, sostuvo: 
“Puede sostenerse, sin duda alguna, que la ocurrencia de actos de lesa humanidad respecto de los cuales se demande la responsabilidad del Estado exige comprender, siguiendo la precedente argumentación, que el estudio de la caducidad de la acción de reparación directa no puede quedar limitada sólo al tenor literal del artículo 136 del Código Contencioso Administrativo (Decreto 01 de 1984), sino que es esta norma la base para operar una debida y ponderada aplicación de tal fenómeno procesal. Se trata, pues, de la afirmación del principio de integración normativa que implica la aplicación de normas de diferentes ordenamientos como forma de colmar las lagunas, o vacíos normativos en los que nada se expresa acerca de la caducidad de la mencionada acción cuando se trata de demandar la responsabilidad del Estado por actos de lesa humanidad.
En este orden de ideas, si hoy por hoy la premisa aceptada en punto de la responsabilidad penal de individuos es la imprescriptibilidad por la ocurrencia de actos de lesa humanidad, admitiendo matizaciones de garantías liberales clásicas en esta materia, no habrían mayores complicaciones para que en sede de la jurisdicción contenciosa administrativa se predique similares consideraciones, dado que resultaría paradójico que se atribuya responsabilidad penal a un individuo que ha actuado en su condición (o prevalido de la misma) de agente del Estado y se guarde silencio respecto de la responsabilidad del Estado por las mismas circunstancias, siendo posible que ese agente haya empleado recursos logísticos, técnicos y humanos del Estado para llevar a cabo estos crímenes o, por el contrario, teniendo el deber normativo de actuar a fin de evitar un resultado lesivo éste se abstuvo de ejecutar tal acción.
Así pues, guardando coherencia con la anterior consideración cuando se demanda la responsabilidad del Estado por daños antijurídicos derivados de actos de lesa humanidad, el principio de integración normativa debe ser aplicado sistemáticamente con el principio de derecho internacional público del ius cogens para concluir que en estos eventos la caducidad de la acción de reparación directa de manera única y excepcional no operaría, o se producirían efectos similares a la imprescriptibilidad que se afirma de la acción penal.
Debe sostenerse que se justifica un trato diferenciado en relación con el régimen ordinario de caducidad de las acciones contencioso administrativas
, en razón al fundamento jurídico que sustenta la petición indemnizatoria, pues no se persigue solamente la satisfacción de un interés particular de los demandantes, sino que plantea también la protección del interés público y de los derechos de la humanidad, considerada como un todo, pues esta clase de actos de lesa humanidad repudiables no sólo vulneran a quien padece directamente tales actos sino que, en virtud de su perversión moral (trato diferenciado que se justifica en prevenir que actos de lesa humanidad en los que se afirme la participación del Estado, puedan representar un deterioro de la moral de la sociedad colombiana, verbigracia, deterioro moral que se percibió en la época más álgida del narcotráfico), representan una afrenta grave a toda la sociedad civil organizada al cuestionar la vigencia imperativa de los Derechos Humanos, y del principio de humanidad, con independencia del contexto nacional al que pertenezcan los afectados directos, disposiciones éstas que constituyen los cimientos estructurales de todo Estado de Derecho, en virtud del sustrato axiológico que le es inherente a todo ordenamiento jurídico contemporáneo…”.
8. Caso concreto

En el asunto puesto a consideración del Tribunal en esta oportunidad, la razón de controversia que sustenta la alzada, radica en la disparidad interpretativa respecto al término de caducidad del medio de control de reparación directa,  tratándose de un delito de lesa humanidad.

Así,  la posición sentada por el Despacho cognoscente, en el auto que rechazó la demanda, establece que las excepciones a la caducidad contenidas en las normas de derecho internacional se refieren exclusivamente a la imprescriptibilidad de la acción penal, excluyéndose cualquier mención a las acciones indemnizatorias, razón por la cual, para el conteo del término de caducidad, tratándose de delitos de lesa humanidad, debe atenderse la regla general fijada en el inciso primero del literal i) del artículo 164 de la Ley 1437 de 2011.

De otro lado, la parte recurrente considera errónea la interpretación de la instancia, en la medida en que resulta limitativa del acceso a la administración de justicia y desconocedora de principios y tratados internacionales, ya que la imprescriptibilidad respecto de los delitos de lesa humanidad no se predica solamente de la acción penal, si no de todas las acciones que surjan a favor de la víctima, esto hace posible la presentación de la demanda sin que haya operado el término de caducidad.

De acuerdo a lo narrado en la demanda y en el escrito de apelación, se pretende derivar la responsabilidad patrimonial del Estado, por la ocurrencia de actos de lesa humanidad que afectaron a Mellizo Muñoz, quien como miembro de la población civil perdió la vida; dicha ejecución se produjo sobre éste, y 16 personas más, como miembros de la población civil, y en el marco de un ataque generalizado y sistemático perpetrado por personal del Ejército Nacional, bajo circunstancias propias de actos de lesa humanidad. 
Al respecto, el Órgano de Cierre de Nuestra Jurisdicción, en la providencia del 27 de mayo de 2009. Radicación No: 76001-23-31-000-1996-03846-01(15186), Sección Tercera, C.P. MYRIAM GUERRERO DE ESCOBAR, sostuvo:

“El primero de los elementos estructurales de la responsabilidad, el hecho imputable a la administración, se encuentra probado con los documentos debidamente aportados al proceso en los que se observa claramente que efectivos del Ejército Nacional, cuando cumplían labores de vigilancia y orden público apartándose de la actividad a ellos encomendada y abusando de su condición de miembros de las Fuerzas Armadas, asesinaron a 17 campesinos, es decir, 17 personas perecieron a manos de miembros de las Fuerzas Militares,  autoridad que operaba en la zona de “Los Uvos” (Cauca), quienes, se hallan en la obligación Constitucional y Legal de velar por la preservación de la integridad de las personas, en su vida honra y bienes.  
En efecto, se probó la condición de militares de las personas condenadas por el crimen cometido, 
quienes por la época pertenecían al Batallón José Hilario López del Ejército Nacional.

El daño, por su parte, se concreta, en estricto sentido, con la muerte misma de los las personas que viajaban en el bus y las dos mas que igualmente fueron masacradas cuado pasaban por el lugar en una motocicleta, situación que provocó una profunda aflicción, dolor y pérdida de la ayuda económica a los demandantes (padres, hijos y hermanos de cada uno de las víctimas) conforme a las pruebas recaudadas en cada uno de los procesos acumulados. El nexo de causalidad entre el hecho y el daño, se encuentra debidamente acreditado, si se tiene en cuenta que, de la lectura de las pruebas recaudadas especialmente de la documental allegada en debida forma a este proceso -, se evidencia una relación inescindible entre el hecho que se imputa a la administración, determinado como se notó, por la injusta, arbitraria e inaceptable masacre perpetrada por los miembros del Ejército Nacional que hacían parte de la Base Militar Móvil que operaba entre “piedra sentada” y “Los Uvos” (Cauca) para el día 7 de abril de 1991 y los daños por cuya indemnización se reclama”.   

Para la Sala, conforme a los lineamientos Convencionales y jurisprudenciales que vienen de citarse, los hechos acaecidos el  7 de abril de 1991  en “Los Uvos” municipio de La Vega cauca, donde falleció el señor Lioncio Mellizo Angulo, son constitutivos de delitos de lesa humanidad, dada la magnitud de daño, que comprendió homicidios masivos o sistemáticos contra la población civil, razón que es sustancial y debe ser valorada al momento de considerar si operó o no la caducidad.
Ahora, al no estar regulado en el artículo 164 C.P.A.C.A el supuesto cuando se pretenda atribuir al Estado como un daño antijurídico indemnizable, una conducta configurativa de un delito de Lesa Humanidad, por haber participado, incitado, o tolerado algún (os) agente (s) o representante (s) estatal, no opera el término de caducidad previsto para incoar el medio de control de Reparación Directa, ya que existe una norma superior e inderogable reconocida por el derecho internacional que dispone expresamente que el paso del tiempo no genera consecuencia negativa alguna para acudir a la jurisdicción a solicitar la reparación integral del daño.
El Juez Administrativo dentro del Estado Social de Derecho tiene un rol funcional, es su obligación, antes que nada, ser garante de la corrección constitucional en la interpretación y aplicación de las normas legales y debe tener en consideración que cuando se producen grandes violaciones a los derechos humanos, como ocurre con los crímenes de lesa humanidad, la reparación integral de tal daño debe propender por garantizar los criterios de verdad, justicia y reparación, ya que se busca la satisfacción de intereses públicos intersubjetivamente relevantes para la humanidad, no solo intereses particulares y subjetivos.
Para concluir, se destaca que la imprescriptibilidad de la acción de reparación directa derivada de un delito de lesa humanidad no vulnera el orden público ni la seguridad jurídica, pues, antes que nada, se estarían realizando los postulados de la Carta Constitucional.
Así las cosas, le asiste razón al recurrente al considerar errónea la interpretación por parte de la Juez a quo de la normatividad vigente en materia de caducidad del medio de control de reparación directa fruto del delito de lesa humanidad y del  precedente jurisprudencial en la materia, razón por la cual esta colegiatura revocará la decisión de instancia, para en su lugar ordenar el estudio de los restantes requisitos de admisibilidad de la demanda.
Por la anterior se
RESUELVE

PRIMERO: REVOCAR el Auto Interlocutorio No. 0687  de 10 de junio de 2014 proferido por el Juzgado Sexto Administrativo del Circuito de Popayán, que declaró la caducidad del presente medio de control,  por las razones aquí expuestas.
SEGUNDO: ORDENAR el estudio de los restantes requisitos de admisibilidad de la demanda del medio de control de reparación directa.
TERCERO: Una vez notificado, devuélvase al Juzgado de origen, para lo de su competencia.
NOTIFIQUESE Y CUMPLASE.

Los Magistrados

NAUN MIRAWAL MUÑOZ MUÑOZ

DAVID FERNANDO RAMIREZ FAJARDO          CARLOS H. JARAMILLO DELGADO
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� Auto de fecha 3 de agosto de 2006, Radicación número: 52001-23-31-000-2005-01660-01(32537), Consejo de Estado- Sección Tercera, Consejero ponente: ALIER EDUARDO HERNANDEZ ENRIQUEZ.
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� Ver Consejo de Estado sentencia, diecisiete (17) de septiembre de dos mil trece (2013). 25000-23-26-000-2012-00537-01(45092) C.P. JAIME ORLANDO SANTOFIMIO GAMBOA 
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� El término “Lesa” viene del latín “laesae”, que corresponde al participio presente, en voz pasiva, del verbo “Laedo”, que significa: herir, injuriar, causar daño.


� Corte Suprema de Justicia Sala de Casación Penal. Auto de 21 de septiembre de 2009, expediente 32022. Igualmente véase: sentencia de 3 de diciembre de 2009, expediente 32672 caso Salvador Arana; auto de 13 de mayo de 2010, expediente 33118 caso Masacre de Segovia y auto de 16 de diciembre de 2010, expediente 33039.


� Sala de Casación Penal, Magistrado Ponente: María del Rosario González De Lemos, sentencia del 22 de septiembre de 2010, por la cual se resolvió la demanda de revisión en contra de los fallos absolutorios proferidos el 4 de enero de 1991 por el Juzgado Tercero de Orden Público de Bogota, y el 20 de septiembre de 1991 proferida por el Tribunal Superior a favor de Henry Loaiza Ceballos (alias el Alacrán) y otros.
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